PUNTOS A CONSIDERAR
EN
ACUSACION CONSTITUCIONAL

I.- ANTECEDENTES DE HECHO.

Son hechos pacíficos: 
- que desde el 11 de septiembre de 1973 al 10 de marzo de 1990 se violaron los DDHH en nuestro país; 
- que la jurisdicción hizo poco o nada al respecto; 
- que la investigación de las violaciones a los DDHH se pudo llevar delante de manera sistemática luego del año 2000; 
- que las sanciones, en algunos casos, ha sido con bajas penas, atendida la gravedad de las faltas, y 
- que en la tarea por establecer verdad, justicia y condenar a los culpables por tales violaciones a los DDHH, las familias y organizaciones de las víctimas han sido fundamentales.
Estos son hechos no discutidos.

.

II. ACUSACION CONSTITUCIONAL.

La materia que nos preocupa ahora es otra:

- Procedencia de acusar constitucionalmente a tres ministro de la Corte Suprema por las sentencias dictadas;
- En que concedieron la libertad condicional a siete personas condenadas por violaciones a los DDHH;
- Sin aplicar el estándar de control de convencionalidad que exigía el caso.
III.- ESTA EXPOSICION SE REFERIRA SOLAMENTE AL PRIMER PUNTO
A.- 
Interpretación de la Constitución: 
- Unitaria, 
- sistemática, 
- de buena fe,  
- con efecto útil, 
- progresiva y 
- conforme al objeto y fin de la Carta Política integralmente considerada, en armonía con cada una de sus disposiciones.

B.- 
Reglamentación básica del Estado.

- Chile es una república democrática (art. 4° Const.)


- Todas las personas son iguales en dignidad y se les debe prestar igual garantía en la vigencia efectiva de sus derechos;
- Los ciudadanos y sus autoridades están sujetas a las responsabilidades que determina la Const. y la ley determinan (arts. 6° y 7° Const).

- Actualmente en los estados existe coordinación de funciones, con los pesos y contrapesos en el ejercicio de sus funciones, por medio de controles intra-órganos e inter-órganos.
C.- 
Reconocimiento de tres instituciones:

1.- Juicio político a los jueces de la Corte Suprema.

Entre estos controles se encuentra la acusación constitucional respecto de los magistrados de los tribunales superiores de justicia, por notable abandono de funciones (artículo 52 N° 2 Const.).
2.- La función jurisdiccional ordinaria ha sido radicada exclusiva y excluyentemente en los tribunales.

Exclusividad: La facultad de conocer, resolver y ejecutar lo juzgado “pertenece exclusivamente a los tribunales”.

Excluyentemente: Ni el Presidente de la República ni el Congreso pueden, en caso alguno, ejercer funciones jurisdiccionales, avocarse causas pendientes, revisar los fundamentos o contenido de sus resoluciones o hacer revivir procesos fenecidos” (art. 76).
3.- Los jueces de la Corte Suprema son personalmente responsables por los delitos que establece el Código Penal o las leyes especiales.

En general los jueces son personalmente responsables de los ilícitos que cometan (art. 79.1).

Respecto de los jueces de la Corte Suprema “la ley determinará los casos y el modo de hacer efectiva esta responsabilidad” (art. 79.2).


D.- Aplicación de la normativa constitucional.


Determinación del sentido y alcance de las normas constitucionales. 

1.- Historia del art. 79.
En sesión de 28 de abril de 1871 la Comisión Revisora estudió el artículo 75, que luego pasó a ser 159 de la LOAT, actual art. 324 del COT.
“El señor Lira advirtió que era necesario establecer una disposición que declarase a los ministros de la Corte Suprema exentos de responsabilidad por el crimen de torcida administración de justicia i por falta de obsedrvancia de las leyes que reglan el procedimiento; puesto que ya se había acordado en sesiones anteriores que toda sentencia de dicho tribunal se presumía de derecho verdadera, justa i en un todo conforme a las disposiciones de la Lei”.
“El señor Campillo indicó que convendría redactar este artículo, consignando la idea de que por no ser admisible una serie indefinida de apelaciones es preciso un tribunal cuyas sentencias no puedan ser revisadas por otros; i que ese tribunal es la Corte Suprema.”
“Se acordó redactar la disposición en este sentido, …”

“En sesión del 4 de mayo de 1873, la Comisión acordó agregar al artículo 159 ‘un inciso que esceptúe a los miembros de la Corte Suprema de la responsabilidad que dicho artículo impone en general a los jueces por la falta de observancia de las leyes que reglan el procedimiento así como los delitos de denegación i torcida administración de justicia’.”
“Se agregó en efecto en aquella misma sesión el segundo inciso que tiene el artículo 159, i que consulta la idea anterior, inciso propuesto por el Presidente de la República, i sobre el cual dijeron los señores Blest Gana, Huneeus i Lira ‘que la excepción indicada por el señor Presidente de la República había entrado en el pensamiento de la Comisión, pero se había creido mas propia del Código Penal; i que, no encontrándose en el proyecto de dicho Código, era menester expresarla en éste’.”
“De esta manera quedó acordado i redactado totalmente el art. 159, que en el Congreso fue objeto de muchas observaciones, sin llegar a ser alterado.”

(Lei de Organización i Atribuciones de los Tribunales de Chile. Manuel Egidio Ballesteros, 1890, Tomo II, Art. 159, páginas 7 y 8).
Durante la discusión de las normas relativas a la acusación constitucional y que regla la responsabilidad de los jueces, al interior de la Comisión de Estudios de la Nueva Constitución, se aborda el tema, al igual que en el Consejo de Estado, decidiendo incorporar un inciso segundo al artículo que sería el actual art. 79, en el sentido de regular directamente la responsabilidad de todos los jueces y entregar a la ley precisar la de los integrantes de la Corte Suprema.
Es en ese entendido que cobra importancia la norma del artículo 324 del COT, al cual se le reconoció expresamente su conformidad con la Carta Fundamental, que señala:

“El cohecho, la falta de observancia en materia sustancial de las leyes que reglan el procedimiento, la denegación y la torcida administración de justicia y, en general, toda prevaricación o grave infracción de cualquiera de cualquiera de los deberes que las leyes impongan a los jueces, los deja sujetos al castigo que corresponda según la naturaleza o gravedad del delito, con arreglo a lo establecido en el Código Penal.”

“Esta disposición no es aplicable a los miembros de la Corte Suprema en lo relativo a la falta de observancia de las leyes que reglan el procedimiento ni en cuanto a la denegación y torcida administración de justicia.”
2.- Alcance de art. 52 N° 2

En la Comisión de Estudios de la Nueva Constitución, que elaboró el anteproyecto de la norma actualmente vigente se contempló el siguiente inciso segundo de lo que sería este artículo:


“Si se tratare de los Magistrados de los Tribunales de Justicia la acusación no procederá en caso alguno con respecto a los fundamentos y contenidos de sus resoluciones.”


Ante la discordancia entre los integrantes de la Comisión se acuerda una norma que se incorporaría en el Capítulo del Poder Judicial:


“Los fundamentos y contenido de las resoluciones de los tribunales sólo pueden ser revisados por éstos.” 

3.- Historia del art. 76.

Con los antecedentes indicados se refundirán distintas proposiciones en el actual art. 76:
“La facultad de conocer las causas civiles y criminales, de resolverlas y de hacer ejecutar lo juzgado, pertenece exclusivamente a los tribunales establecidos por la ley. Ni el Presidente de la República ni el Congreso pueden, en caso alguno, ejercer funciones jurisdiccionales, avocarse causas pendientes, revisar los fundamentos o contenido de sus resoluciones o hacer revivir procesos fenecidos”
D.- Algunas precisiones finales

1.- Revisión de los fundamentos o contenido de las resoluciones judiciales por autoridades distintas de los tribunales. 

Los revolucionarios franceses estimaron que la creación de la ley y su interpretación debía estar en el Poder Legislativo, estableciendo el Tribunal de Casación que dependería del legislador, el que luego se situará en la cúspide del Poder Judicial.

El primer objeto del recurso de casación sería controlar el modo en que las leyes son observadas y aplicadas por los jueces, posteriormente migrará a obtener la uniformidad en la aplicación de la ley, para entenderse hoy que hace realidad la garantía de determinar los derechos de forma igualitaria entre los ciudadanos, es la igualdad ante la justicia. 
La competencia del tribunal igualmente sufre modificaciones, de una de carácter anulatorio, se pasará a una declaración que no afecte lo resuelto y se llegará a considerar el recurso de casación como una impugnación propiamente tal.

El recurso se podía interponer por el “Commisaire du roi” o Ministerio Público, también se le reconoció al Ministerio de Justicia, no por las partes, sin embargo son éstas las que al final adquieren la posibilidad de deducirlo.

En esta evolución se puede advertir que siempre se revisaron precisamente el contenido, los motivos y fundamentos de las sentencias, siendo indiferente la competencia adicional de anular lo resuelto o que se careciera de ella, siempre es una revisión.
Es precisamente esta revisión la que no se permite por otras autoridades que no sean las jurisdiccionales.

Reafirma la conclusión anterior el hecho que nunca antes se fundó una acusación constitucional, exclusivamente, en la forma en que se resolvió una materia en una sentencia. 
2.- No se puede afectar la garantía del debido proceso.

Se afecta la garantía de las personas de contar con un juzgador independiente, imparcial y autónomo.


La Organización de las Naciones Unidas como diversos organismos internacionales y nacionales se han preocupado del tema del debido proceso tanto respecto de la garantía de contar con un juzgador independiente, imparcial y autónomo, como de la invariabilidad de los cargos en el curso del proceso, es aquello que la doctrina denomina “litis contestatio”, la cual se produce al notificarse los capítulos de la acusación a los requeridos. Garantía del debido proceso que se ha dicho debe respetar todo órgano que ejerza jurisdicción, incluso en el del juicio político. 

La garantía del debido proceso, comprende, a lo menos: 
- tribunal independiente, imparcial, autónomo, 
- se permita el acceso a la jurisdicción interponiendo acciones, excepciones, alegaciones y defensas, se pueda rendir prueba y se contemplen medios de impugnación, 
- los cargos sean conocidos, que se pueda defender y que respete la congruencia entre tales cargos, las defensas, la prueba, la sentencia, la impugnación y la decisión final, esto es, que no se varíen los hechos o fundamentos de tales cargos. En efecto, el fundamento de la acusación es el otorgamiento de libertad condicional a siete condenados, sin aplicar el debido control de convencionalidad. El tema es que no se puede variar el objeto de la acusación. No se puede traer a colación un conjunto de hechos que no son imputables a los acusados y tampoco aquellos que corresponden a actos por ellos realizados, pero que no son los que sustentan la acusación, por cuanto no forman parte del libelo acusador. Por ello, no es posible traer a consideración otros fallos de los mismos magistrados en que sí aplicaron el estándar de convencionalidad de manera adecuada y que ahora, en los siete casos que motivan la acusación no ocurriría igual, contradiciendo su propio actuar (Zapata).
3°.- Imparcialidad del juzgador y la decisión. 

La presente acusación no se puede transformar en una cuestión potestativa de carácter político, en que la decisión condicione los fundamentos, puesto que la racionalidad importa que la verificación de la procedencia y concurrencia de los fundamentos es lo que lleva a la decisión. 

4°.- El respeto al procedimiento no otorga garantía de legitimidad a la acción, lo sustancial es la materia tratada en ella.
(¿Es legítima la interposición de una demanda de nulidad de derecho público ante un juez civil, en que se requiera la invalidación de una determinación reglamentaria, legal o constitucional del Congreso, por el solo hecho que los jueces deben ejercer jurisdicción respecto de toda demanda de nulidad y no se pueden excusar de tramitarla y resolverla?)
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